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ACCIÓN DE TUTELA No.110013105024-2023-00249-00 
GUSTAVO ADOLFO PINTO MACEA contra LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL-POLICÍA NACIONAL- METROPOLITANA DE BOGOTÁ-OFICINA 
 DE GESTION HUMANA Y CULTURA INSTITUCIONAL-DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO  

 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  

 
Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 

11001310502420230024900 
 

Bogotá D.C., a los catorce (14) días del mes de julio del año dos mil 
veintitrés (2023) 

 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada por el señor GUSTAVO ADOLFO PINTO 
MACEA., identificado con C.C.1.078.978, contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL- METROPOLITANA DE BOGOTÁ- 
OFICINA DE GESTION HUMANA Y CULTURA INSTITUCIONAL -
DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO y las vinculadas POLICÍA 
METROPOLITANA DE SAN JERONIMO DE MONTERÍA y el DEPARTAMENTO DE 

POLICÍA CÓRDOBA, por la presunta vulneración a los derechos fundamentales a la 
familia, debido proceso, dignidad humana, mínimo vital y trabajo digno. 
 

ANTECEDENTES 
 
El accionante manifiesta que es miembro activo de la Policía Nacional, en el Grado de 
Patrullero, adscrito a la Policía Metropolitana de Bogotá, así como que en atención a la 
Convocatoria Curso de Capacitación para ingreso al grado de Subintendente se 
inscribió al curso de ascenso correspondiéndole el CICLO III, por ello, estando dentro 
de los tiempos establecidos para los casos especiales, esto es, del 08-052023 al 
14052023, solicitó traslado mediante comunicación oficial GS-2023-220988MEBOG- 
ESTPO-CAI-3.1 de fecha 07 de mayo de 2023 “Solicitud Comité Caso Especial”, la cual 
radicó en la plataforma PSI dispuesta por la institución policial para tal fin. 
 
Agrega que fundamentó su petición, en la imperiosa necesidad de radicar su núcleo 
familiar en Montería-Departamento de Córdoba, dada la situación de precariedad en la 
que vive con su compañera sentimental y sus menores hijos, debido al elevado costo de 
vida que demanda la Unidad Policial Metropolitana de Bogotá, lo que le impide vivir en 
condiciones dignas, toda vez que su compañera no cuenta con un empleo, debiendo 
asumir toda la carga familiar, como lo es el pago del canon de arriendo que oscila en un 
millón trescientos mil pesos ($1.300.000), manutención de la familia, así como otros 
gastos, entre ellos, una obligación financiera con el BANCO GNB SUDAMERIS 
(80.563.000). 
 
También pone de presente  que solicitó al Subcomandante de la Policía Metropolitana 
de Bogotá para que una vez fuera valorada su situación, se le diera la trazabilidad 
correspondiente, ya fuera favorable o desfavorable ante la Escuela de Suboficiales 
“Jiménez de Quesada”, según las instrucciones dadas en la comunicación oficial GS-
2023-025456-DITAN_INSTRUCCIONES, a efecto de que se determinara la viabilidad 
de ser trasladado a la Policía Metropolitana de San Jerónimo de Montería, para atender 
de primera mano a su familia, además, por contar en ese Departamento con vivienda 
propia, identificada con número de matrícula inmobiliaria No.140-26601, lo que le 
solventaría de gran manera al no pagar arriendo. 
 
Señaló que, el 09 de mayo de 2023 mediante comunicación oficial No.GS-2023-
226418-MEBOG SUBCO-GUTAH-3.1, recibió respuesta negativa a su petición, la cual 
considera carente de fundamento, no obstante, en esa contestación le hace saber que 
deberá elevar la solicitud de traslado por caso especial ajustada según las motivaciones 
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contenidas en el Resolución No.06665 del 20 de diciembre de 2018 con sus respectivos 
soportes. 
 
Frente a las motivaciones que debía tener en cuenta para realizar la petición, esto es, 
estado de salud del funcionario, estado de salud del núcleo familiar y la situación socio-
afectiva, refiere que nunca fue contactado por uniformado – psicólogo o quien hiciera 
sus veces para que le diera viabilidad a su caso y establecer la veracidad y necesidad del 
asunto, que para su caso lo sería el responsable del Proceso Psicosocial del Grupo de 
Talento Humano quien debió realizar la visita SOCIO-FAMILIAR, la cual nunca se 
materializó, por lo que considera que se le vulneró el debido proceso, pues la decisión 
debió tomarse en Comité de Gestión Humana una vez realizada la visita socio-familiar, 
la cual nunca fue llevada a cabo. 
 
Continúa relatando que estando en curso de ascenso en comisión de estudio en la 
Escuela Jiménez de Quesada elevó una nueva solicitud de traslado especial mediante 
comunicación No. GS-2023-285246-MEBOG ESTPO1-CAIUNICENTRO-29.25 
calendada 09 de junio de 2023 para ser valorada antes de ser destinado a laborar bien 
sea en la misma unidad, es decir, Metropolitana de Bogotá o donde disponga la 
Dirección de Talento Humano, Unidad que en la actualidad se encuentra dentro del 
término para contestar, dado que quiere evitar se desconozcan sus derechos como lo 
ocurrido en la MEBOG. 
 
Finalmente, indica que esas políticas del mando institucional referente a una Policía 
más Humana, le concierne también a la familia como eje fundamental de la sociedad y 
al uniformado, lo que se traduce en derechos fundamentales conexos con la salud 
mental e integridad familiar que incluso se ha exteriorizado en sus menores hijos que 
en su condición de población vulnerable se les imposibilita esa estabilidad emocional, 
social y socio-afectiva, quienes esperarían el apoyo de una institución garante de 
derechos y libertades por mandato constitucional a todos los habitantes de Colombia, 
pero que en el caso los integrantes de su núcleo familiar se les está desconociendo bajo 
un concepto de subjetividad, sin un debido proceso e inobservancia de los daños 
irremediables que se les está causando, no quedándole otra opción que interponer la 
acción de tutela. 
  

SOLICITUD 
 

La parte accionante, solicita: 
 
PRIMERO. Tutelar de forma INTEGRAL mis derechos fundamentales tales como A LA 
FAMILIA- DEBIDO PROCESO- DIGNIDAD HUMAMA- IGUALDAD - MINIMO 
VITAL - TRABAJO DIGNO y demás que le sean conexos.  
 
SEGUNDO. Se ordene a la entidad accionada, sea resuelto de forma clara, objetiva y de 
fondo en la menor brevedad y en lo consecuente se ordene mi traslado a la 
METROPOLITANA SAN JERONIMO DE MONTERIA o como segunda opción el 
DEPARTAMENTO DE POLICIA CORDOBA con el fin de garantizarme los Derechos 
fundamentales invocados en la presente acción constitucional, una vez culmine mi curso de 
ascenso, cuya fecha está según cronograma establecido el día 08 de julio de la anualidad.  
 
TERCERO. Solicito se vincule al PROFESIONAL Psicólogo Responsable del Proceso 
Psicosocial del Grupo de Talento Humano, que debió realizar VISITA SOCIO-FAMILIAR, 
(Documentada en formato 2AS-FR- 0002) para que se pronuncie al respecto. 

 
ACTUACIÓN PROCESAL 

Repartida y recibida la tutela el 29 de junio del 2023, se admitió mediante providencia 
del día 30 de mismo mes y año, ordenando notificar a la NACIÓN-MINISTERIO DE 
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DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL- POLICÍA METROPOLITANA DE 
BOGOTÁ- OFICINA DE GESTION HUMANA Y CULTURA INSTITUCIONAL 
-DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO DE LA POLICÍA METROPOLITANA 
DE BOGOTÁ, así como a las vinculadas POLICÍA METROPOLITANA DE SAN 

JERONIMO DE MONTERÍA y al DEPARTAMENTO DE POLICÍA CÓRDOBA, 
concediéndoles el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su 
notificación, para que se pronunciaran sobre los hechos que dieron origen a la tutela de 
la referencia. 
 
El 11 de julio de dispuso vincular al trámite constitucional al GRUPO DE TALENTO 
HUMANO MEBOG - PSICOLOGO RESPONSABLE DEL PROCESO 
PSICOSOCIAL, que debió realizar visita socio-familiar al accionante, documentada 
en formato 2AS-FR-0002, concediéndoles el término de ocho (8) horas para que se 
pronunciaran sobre los hechos narrados en la acción de tutela. 
 

RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
 
El Departamento de Policía Córdoba, por conducto de su comandante encargado el 04 
de julio de 2023, allegó contestación indicando  en síntesis luego de referir el marco 
normativo de traslado y destinaciones para el personal uniformado de la Policía 
Nacional señalando, en relación con la presunta vulneración de los derechos 
fundamentales del accionante, que en ningún momento han sido conculcados por ese 
Departamento de Policía, dado que el funcionario policial se encuentra cumpliendo 
con su deber como policía; no obstante, solicitó al Área de Talento Humano, informe 
sobre el caso de Pinto Macea, obteniendo como respuesta que una vez verificada la 
información de las diferentes solicitudes de traslados por casos especiales internos y 
externos allegados a esa Unidad Policial y que son sometidos a Comité de Gestión 
Humana y Cultura, constató y verificó que no se tiene ni se ha tratado ninguna solicitud 
de traslado por el caso especial  del aquí convocante al comando de Policía Córdoba, 
por lo que solicitó al Juzgado desvincular a ese Comando de la presente acción de 
tutela. 
 
Por su parte, la Metropolitana San Jerónimo de Montería, dio respuesta a través de su 
Comandante el 06 de julio del año en curso, manifestando, que teniendo en cuenta la 
presente acción de amparo, el Grupo de Talento Humano de esa Metropolitana 
informó que verificados los soportes o documentos de solicitudes allegadas, durante la 
presente vigencia no evidenció requerimiento de visita-socio-familiar, solicitadas para 
el núcleo familiar del patrullero aquí accionante, asimismo, mencionó que verificó la 
información de los procedimientos de traslados por caso especial de las vigencias 
2022-2023 no evidenciando que se hayan efectuado procedimientos o requerimientos 
de traslados por caso especial a nombre del señor Gustavo Adolfo Pinto Macea. 
 
En torno a la solicitud de traslado especial del actor, aclaró que en la Policía 
Metropolitana San Jerónimo de Montería, en la vigencia del año 2023 no se ha recibido 
soportes o documentos de solicitudes de visita-socio-familiar por parte de la unidad 
donde labora actualmente el funcionario, precisa que Pinto Macea ya había laborado 
en esa Metropolitana por un lapso de un (1) año, cero (0) meses y cuatro (04) días, en 
el periodo comprendido 12-06-2014 a 16-06-2015, fecha en la que fue traslado por 
necesidad del Servicio al Departamento de Policía Guaviare el 17-06-2015 al 21-04-
2022, habiendo laborado allí 06 años, 10 meses, 04 días, desde donde fue trasladado a 
la Policía Metropolitana de Bogotá MEBOG, desde el 22 de abril del año 2022 hasta la 
fecha, por lo que el patrullero demandante no labora en esa unidad policial, por lo cual 
se presenta una falta de legitimación en la causa por pasiva respecto de la 
Metropolitana San Jerónimo de Montería, por ello, solicitó declarar improcedente la 
acción de tutela, en consecuencia, se desvincule del presente trámite. 
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La Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, el 10 de julio del año en curso, 
informó que con ocasión de la presente acción de tutela solicitó informe al Jefe Grupo 
de Traslados de la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, quien 
manifestó que teniendo en cuenta que el señor Pinto Macea se encontraba realizando 
curso de ascenso al grado inmediatamente superior, que acorde a la auditoría efectuada 
al sistema constató que el señor Comandante de la Policía Metropolitana de Bogotá 
solicitó la continuidad del uniformado en esa unidad, razón por la cual el accionante se 
encuentra propuesto para continuar laborando en esa unidad policial. 
 
Seguidamente, señaló que dado que lo requerido por el patrullero es el traslado por 
caso especial a la Policía Metropolitana de Montería, la Dirección de Talento Humano 
vía correo electrónico No.0907 de fecha 06 de julio de 2023, solicitó al Grupo de 
Talento Humano de la Policía Metropolitana de Montería concepto de viabilidad o no 
viabilidad para que el señor patrullero retornara a laborar en esa unidad policial, la 
cual emitió concepto inviable de conformidad con lo establecido en el literal b, del 
artículo 6, de la Resolución No.06665 del 20 de diciembre de 2018. 
 
Asimismo, precisa que el 07 de julio de 2023, la Dirección de Talento Humano de la 
Policía Nacional emitió respuesta al actor respecto de la solicitud de traslado a la 
Metropolitana de Montería mediante comunicación No.GS-2023 / DITAH-GUTRA – 
1.10, la que fue puesta en su conocimiento conforme se acredita a folio 23 de la 
contestación dada a la acción de tutela.  
 
Por otra parte, considera que en presente asunto no se configura la inexistencia de un 
perjuicio irremediable que permita la procedencia de la presente acción constitucional, 
dado que el señor patrullero Pinto Macea se encuentra vinculado laboralmente a la 
Policía Nacional, donde devenga una retribución salarial suficientemente digna, 
además de los beneficios que le otorgan los regímenes especiales al personal que 
integra la Fuerza Pública, en salud, recreación y bienestar social, siendo ello así, 
considera que la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, no ha vulnerado 
ningún derecho fundamental al accionante, en consecuencia, solicitó al Juzgado 
declarar improcedente la acción de tutela y denegar las súplicas de la demanda, habida 
cuenta que el traslado del personal, en un proceso institucional que contempla en su 
ejecución, aspectos como la planeación, verificación de perfiles y las necesidades del 
servicio. 
 
La Policía Metropolitana de Bogotá, en respuesta dada plantea la inexistencia de 
alguna vulneración o amenaza a los derechos fundamentales alegados por el señor 
patrullero Gustavo Adolfo Pinto Macea por una acción u omisión de la Policía Nacional, 
dada la doctrina constitucional sobre las relaciones especiales de sujeción, así como 
que desde el momento de su ingreso a la Policía Nacional, el personal conoce sobre el 
Régimen Especial de Carrera, donde se ingresa con el pleno conocimiento y disposición 
de prestar su servicio al Estado Colombiano, en cualquier lugar del país donde éste sea 
requerido en aras de servir a la sociedad, en razón a ello, el traslado con destino a la 
Policía Metropolitana de Bogotá,  no tuvo otro motivo diferente a las necesidades del 
servicio. 
 
Respecto de la petición de traslado por caso especial del demandante con destino a la 
Policía Metropolitana de Montería, señaló que mediante oficio No.GS-2023-226418 
MEBOG se le informó al actor que debía presentar solicitud de traslado por caso 
especial de conformidad con lo establecido en la Resolución No.06665 del 20 de 2018, 
por la cual se establecen los lineamientos institucionales para las destinaciones, 
traslados y comisiones en la administración pública y entidades privadas, del personal 
de la Policía Nacional de Colombia, por consiguiente, no se demuestra la vulneración 
de los derechos fundamentales del aquí convocante, por parte del Grupo de Talento 
Humano de la Policía Metropolitana de Bogotá, toda vez que no fue presentada la 
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solicitud de traslado por caso especial ante esa unidad policial, tornándose 
improcedente la acción de tutela por carencia probatoria que justifique su petición de 
traslado, por lo que solicitó al Juzgado conminar al señor Patrullero Gustavo Adolfo 
Pinto Macea, a efecto de que demuestre probatoriamente el acuse enviado del derecho 
de petición a la Policía Nacional. 
 
Por lo expuesto en precedencia, solicito denegar las suplicas presentadas en cuanto 
tiene que ver con la  Policía Metropolitana de Bogotá-Grupo Talento Humano, dado 
que no se vislumbra vulneración o amenaza a los derechos fundamentales alegados por 
Pinto Macea. 
 

CONSIDERACIONES 
 
COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el artículo 
2.2.3.1.2.1  del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector Justicia y del 
Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela, modificado por el 
Decreto 333 de 2021 que dispone en el numeral 2° “Las acciones de tutela que se 
interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional 
serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con 

igual categoría…”, como sucede en este caso, dado que la Policía Nacional está 
instituida para prestar un servicio público de carácter permanente, de naturaleza civil 
y a cargo de la Nación, de ahí que este Juzgado sea competente para conocer la 
presente acción de amparo 
 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
Se debe determinar si la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA 

NACIONAL- POLICÍA METROPOLITANA DE BOGOTÁ- OFICINA DE GESTION 
HUMANA Y CULTURA INSTITUCIONAL -DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO DE 
LA POLICÍA METROPOLITANA DE BOGOTÁ, así como a las vinculadas POLICÍA 
METROPOLITANA DE SAN JERONIMO DE MONTERÍA y DEPARTAMENTO DE POLICÍA 

CÓRDOBA, han vulnerado los derechos fundamentales a la familia, debido proceso, 
dignidad humana, mínimo vital y trabajo digno, ante la negativa del traslado solicitado 
de la Policía Metropolitana de Bogotá con destino a la Policía Metropolitana de 
Montería. 
 

SOLUCIÓN AL PROBLEMA PLANTEADO 
 
Sea lo primero indicar a manera de argumentos introductorios que conforme lo 
dispone el artículo 86 de la Constitución Política y, los reiterados pronunciamientos de 
la Corte Constitucional1 y aún lo señalado por el Decreto 2591 de 1991, la acción de 
tutela es un instrumento judicial de protección de los derechos fundamentales de las 
personas cuando estos se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de 

cualquier autoridad pública o, excepcionalmente, de un particular2, así como que la 
solicitud de amparo de los derechos fundamentales vía acción de tutela ostenta una 
naturaleza eminentemente residual y subsidiario, de ahí que su procedencia tenga el 
carácter de excepcional al verificarse la existencia de los siguientes escenarios (i) 
cuando el presunto afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, o (ii) cuando, 
existiendo ese medio este carece de idoneidad o eficacia para proteger de forma adecuada, 
oportuna e integral los derechos fundamentales, en las circunstancias del caso concreto. Así 
mismo, procederá como mecanismo transitorio cuando la acción se interponga para evitar 

                                                        
1 Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017 y T-451 de 2017 entre otras. 
2 Ibídem 
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la consumación de un perjuicio irremediable a un derecho fundamental3. 

 
De igual manera y en desarrollo de lo anterior, surge la imperante necesidad que el 
Juzgado  en cada caso concreto determine prima facie: (i) la efectiva acreditación de la 
legitimación para hacer parte del proceso por quienes en él se encuentran inmiscuidos, ya 
sea de quien incoa la tutela (accionante- legitimación por activa-) o de quien se predica la 
presunta vulneración ius-fundamental (el accionado – legitimación por pasiva-); la 
inmediatez con que se acudió a este excepcional mecanismo de protección; (iii) que se trate 
de un asunto de trascendencia constitucional, esto es, que esté de por medio la vulneración de 
un interés de raigambre constitucional; y (iv) la inexistencia de mecanismos ordinarios de 
protección (subsidiariedad)4. 

 
Puestas así las cosas, para el Despacho es claro que los requisitos de legitimación en la 
causa por activa y pasiva se encuentran satisfechos, en la medida que por un lado de 
acuerdo a lo enseñado por el artículo 86 de la Constitución Política y lo consignado en 
el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, el señor GUSTAVO ADOLFO PINTO MACEA 
se encuentra legitimado para interponer de forma directa la acción constitucional que 
nos ocupa, por cuanto es el titular de  los derechos fundamentales que aduce le fueron 
vulnerados por la convocada a juicio; mientras que en lo que respecta a la legitimación 
en la causa por pasiva, la misma se halla satisfecha conforme lo dispone el artículo 5 del 
mencionado Decreto 2591, al ser la Policía Nacional y las Policías Metropolitanas de 
Bogotá, Metropolitana de San Jerónimo de Montería y el Departamento de Policía 
Córdoba, entidades públicas del orden nacional, encargadas a través de sus unidades 
de tramitar las solicitudes de traslados conforme lo dispuesto en la Resolución 
No.06665 del 20 de diciembre de 2018, las que se les enrostra la vulneración de los 
derechos fundamentales a la familia, debido proceso, dignidad humana, mínimo vital y 
trabajo digno del accionante. 
 
A igual conclusión se arriba en lo que al cumplimiento del requisito de inmediatez5, 
toda vez que la conducta que dio lugar a la presunta vulneración del derecho 
fundamental en el caso que nos ocupa se generó con ocasión de la radicación ante la 
Dirección de Talento Humano de la Policía Metropolitana de Bogotá de la solicitud de 
traslado por caso especial mediante comunicación oficial GS-2023-285246-MEBOG 
ESTPO1-CAIUNICENTRO-29.25 calendada 09 de junio de 2023, mientras que la 
interposición de la presente acción constitucional fue el 29 de junio de 2023, por lo que 
se entiende que se obró en un término razonable, pues la acción se interpuso a menos 
de un (1) meses después de ocurridos los hechos.  
 
En cuanto a la subsidiariedad, es de anotar que el artículo 86 de la Constitución 
Política dispuso que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga 
de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable; de ahí que se establezca en el artículo 
6 del Decreto 2591 de 1991 la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial 
como causal de improcedencia, a menos que se acuda a esta protección especialísima 
como mecanismo transitorio para remediar un perjuicio irremediable, o bien la acción 
recaiga sobre un sujeto de especial protección, no resultando idóneos ni eficaces para 
la protección de los derechos fundamentales invocados, las herramientas o recursos 
ordinarios diseñados por el legislador para estos efectos. 
 

                                                        
3 Corte Constitucional Sentencia T-087 de 2020. 
4 Corte Constitucional, Sentencia T-115 de 2018, T-500 de 2019 entre otras. 
5 La acción de tutela también exige que su interposición se lleve a cabo dentro de un plazo razonable, 

contabilizado a partir del momento en el que se generó la vulneración o amenaza del derecho fundamental, de 

manera que el amparo responda a la exigencia constitucional de ser un instrumento judicial de aplicación 

inmediata y urgente (CP art. 86), con miras a asegurar la efectividad concreta y actual del derecho objeto de 

violación o amenaza. Este requisito ha sido identificado por la jurisprudencia de la Corte como el principio de 

inmediatez. 
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Así mismo, la alta corporación en relación al requisito de subsidiariedad, en sentencia 
T 287 de 2019, señaló;  
 

“También se satisface la exigencia de la subsidiariedad (ii), por los siguientes motivos. 
A través de la acción de tutela no se promueve un pronunciamiento sobre un acto 
definitivo, que haya resuelto una situación o posición de derecho concreta, como sería 
el expedido por el Ministerio de Defensa para disponer el retiro del servicio del señor 
Varón Jaramillo y contra el cual, en principio, se predicaría del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho la idoneidad y eficacia de un mecanismo de 
defensa disponible en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo,  ante la que es 
posible solicitar, incluso antes de la admisión de la demanda, la adopción de medidas 
cautelares con el fin de proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y 
la efectividad de la sentencia, planteamiento que acompañó la posición del juez de 
primera instancia en el trámite de la tutela. A diferencia de tal escenario en el que se 
busca controvertir la legalidad de una actuación, lo que se cuestiona, en esta 
oportunidad, es una omisión continuada por parte del Ministerio de 
Defensa, a través de sus autoridades competentes, frente a la cual no se 
encuentra, atendiendo también a las circunstancias del accionante, otro 
recurso judicial. En este sentido, por ejemplo, debe descartarse de plano la 
acción de cumplimiento, que puede interponerse por regla general en 
cualquier tiempo, dado que prevé una regla expresa de improcedencia en 
aquellos casos en los que está de por medio la satisfacción de un derecho 
fundamental, como ocurre con el debido proceso y la salud en este caso o, 
en otras palabras, aquél medio no resulta procedente en los eventos en los 
que, como el presente, la inactividad de la administración resulta ser la 
causa directa de la vulneración de garantías básicas tutelables.” (Negrillas 
propias del Despacho) 
 

Bajo ese contexto, en el presente asunto se evidencia que este requisito no se encuentra 
satisfecho, como quiera que  por medio de la presente acción constitucional, pretende 
que se ordene su traslado a la Metropolitana de Montería en virtud de la respuesta que 
se le dio a la petición por el realizad, para lao cual el demandante cuenta con el medio 
de control de nulidad y restablecimiento del derecho, sin embargo, el juzgado no 
evidencia vulneración a los derechos fundamentales invocados como pasa a exponerse 
a continuación: 
 
En primera medida, se evidencia que el accionante pretende que se ordene a la 
accionada que atienda de forma clara, objetiva y de fondo en la menor brevedad y en lo 
consecuente se ordene mi traslado a la METROPOLITANA SAN JERONIMO DE MONTERIA 
o como segunda opción el DEPARTAMENTO DE POLICIA CORDOBA con el fin de 
garantizarme los Derechos fundamentales invocados en la presente acción constitucional, 
una vez culmine mi curso de ascenso, cuya fecha está según cronograma establecido el día 08 

de julio de la anualidad, petición que aduce radicó el 09 de junio de 2023  con el 
propósito de ser valorada antes de ser destinado a prestar servicios en la misma, es decir 
en la Metroplitana de Bogotá o donde disponga la Dirección de Talento Humano,  
situación que, conduce auscultar lo jurídicamente procedente en lo que respecta al 
derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y 
desarrollado por la Ley Estatutaria 1755 de 2015, señalando a manera de argumentos 
introductorios que aquel tiene la connotación de derecho fundamental, teniendo como 
núcleo esencial i. la pronta resolución; ii. la respuesta de fondo; y iii. la notificación de la 

respuesta; contando de igual manera como elementos estructurales los siguientes: i. el 
derecho de toda persona a presentar peticiones ante las autoridades por motivos de interés 
general o particular; ii. la posibilidad de que la solicitud sea presentada de forma escrita o 
verbal; iii. el respeto en su formulación; iv. la informalidad en la petición; v. la prontitud en 
la resolución; y vi. la habilitación al Legislador para reglamentar su ejercicio ante 
organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales6. 

 

                                                        
6 Corte Constitucional, sentencias C-007 de 2017 y T-451 de 2017. 
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De igual manera la Corte Constitucional ha indicado que para entender por atendidas 
las solicitudes elevadas en los términos antes descritos, se requiere de una 
contestación plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado 
y que el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin 
importar que la misma sea favorable o no a sus intereses7.  
 
De otro lado, es del caso reiterar, que la parte actora requiere que, se decida la petición 
de traslado radicada el 09 de junio de 2023, pues, pretende se ordene su traslado a 
la METROPOLITANA SAN JERONIMO DE MONTERIA o DEPARTAMENTO DE 
POLICITA DE CORDOBA, una vez culmine curso de ascenso en comisión de estudio 
en la “Escuela Jiménez de Quesada”, el que afirma culmina el 8 de julio de 2023, 
siendo del caso indicar que, conforme a su dicho, se vislumbra la presunta vulneración 
al derecho fundamental al debido proceso, respecto del cual la Corte Constitucional en 
sentencia T 160 de 2021, precisó que, aquel es un conjunto de garantías que brindan 
protección a las personas dentro de una actuación judicial  o administrativa para que sus 
derechos sean respetados. De esta forma, dentro del contenido            de dicho derecho fundamental, 
el desarrollo de los trámites judiciales o administrativos en un tiempo razonable, conforme lo 
prescribe el ordenamiento jurídico, es uno de los elementos constitutivos para que la justicia 
sea una realidad. De manera que la tardanza injustificada en las actuaciones judiciales o 
administrativas, “constituye una barrera para el goce efectivo   del derecho de acceso a la 
administración de justicia”10 cuyo fundamento sienta su base en el debido proceso. 
 
Dentro de las garantías del debido proceso administrativo la Corte ha señalado que en este 
tipo de trámites se debe garantizar “(i) el acceso a procesos justos y adecuados;(ii) el 
principio de legalidad y las formas administrativas previamente establecidas; (iii) los 
principios de contradicción e imparcialidad; y (iv) los derechos fundamentales de los 

asociados”11. Lo anterior, con el fin de que la función administrativa sea ejercida con la 
correcta y adecuada observancia de los mandatos constitucionales, legales o reglamentarios 
aplicables. 

 
Asimismo, la alta Corporación ha considerado, que el debido proceso administrativo 
se materializa cuando se garantizan el derecho a: 
 

“(i) ser oído durante toda la actuación; (ii) la notificación oportuna y de 
conformidad con la ley; (iii) que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas; 
(iv) que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación; 
(v) que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las 
formas propias previstas en  el ordenamiento jurídico; (vi) gozar de la presunción de 
inocencia; (vii) el ejercicio del derecho de defensa y contradicción; (viii) solicitar, aportar 
y controvertir pruebas; y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de 
aquellas obtenidas con violación del debido proceso”. (Negrilla fuera de texto) 

 
De igual forma, en la citada Sentencia T 160 de 2021 la misma corporación, señaló: 
 

“(…) Por lo anterior, no en vano, la Corte ha sido enfática en reiterar que la aplicación 
del derecho al debido proceso no es dable únicamente para trámites 

judiciales, sino también para todas las actuaciones administrativas13. De 
modo que se materialice la eficacia de los derechos a la seguridad jurídica y a la defensa 
de las personas que concurren a la Administración. Por lo tanto, todas las 
autoridades con función administrativa deben desempeñar sus actividades 
con la plena observancia de los mandatos constitucionales y legales para la 
debida garantía de los derechos de las personas. (…)” 

 
De otro lado, el alto Tribunal Constitucional en relación con la solicitud de traslado de 
un miembro de la Policía Nacional, en Sentencia T 252-21 explicó: 
 
                                                        
7 Corte Constitucional, Sentencia T-369 de 2013. 



9 

ACCIÓN DE TUTELA No.110013105024-2023-00249-00 
GUSTAVO ADOLFO PINTO MACEA contra LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL-POLICÍA NACIONAL- METROPOLITANA DE BOGOTÁ-OFICINA 
 DE GESTION HUMANA Y CULTURA INSTITUCIONAL-DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO  

 

46. Según el artículo 40 del Decreto Ley 1791 de 20008, el traslado de un miembro de la 
Policía Nacional es el acto por el cual se le cambia de unidad o dependencia policial, con 
el fin de desempeñar un cargo o la prestación de un servicio. La Resolución No. 06665 de 
2018, expedida por la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, establece los 
lineamientos para los traslados del personal de dicha entidad. Particularmente, los 
artículos 5 y 6 regulan lo atinente a la competencia y los tipos de traslado y sus requisitos, 
respectivamente. 
 
47. La normativa mencionada regula dos tipos de traslado: el traslado por necesidades 
del servicio y el traslado por solicitud propia. El primero se establece con fundamento en 
los criterios establecidos en el artículo 7º de la Resolución No. 06665 de 2018  y por las 
necesidades del servicio del personal, situaciones de seguridad o de orden público y relevos 
masivos por eventualidades, así como también se establece en atención a las Tablas de 
Organización Policial9 referidas en la Resolución No. 05309 de 2016, por medio de las 
cuales se identifican las vacantes y remanentes de personal que se requieren para cada 
cargo de acuerdo con la estructura orgánica de las unidades que componen la Policía 
Nacional. El segundo, se sub clasifica en traslado en línea por solicitud propia, regulado 
en el numeral a del artículo 6.1. de la Resolución No. 06665 de 2018; y en traslado en línea 
por caso especial, regulado en el numeral b del artículo 6.1. ibídem. 
 
48. El traslado en línea por caso especial exige acreditar cuatro requisitos10: (i) realizar 
la solicitud a través de la plataforma dispuesta para tales fines y anexar los soportes que 
justifican el “caso especial”; (ii) visita socio familiar, coordinada por el grupo de Talento 
Humano de la unidad respectiva; (iii) de ser necesario, el concepto de viabilidad de la 
unidad de destino ; y (iv) el concepto de viabilidad para el trámite ante la Dirección de 
Talento Humano, con el fin de ser evaluado por un comité interdisciplinario. Este tipo de 
traslado no genera la prima de instalación ni comporta el reconocimiento de los gastos 
subsecuentes. 
 
49. Sin distingo de la modalidad, la competencia para disponer el traslado de los 
miembros de la Policía Nacional es del Director General de la Policía Nacional, de acuerdo 
con el artículo 5.1. de la Resolución No. 06665 de 2018. No obstante, tratándose de los 
traslados por caso especial, son necesarios, como ya se dijo, el concepto de viabilidad de 
la Dirección de Talento Humano y, de existir este, la evaluación favorable por parte de un 
comité interdisciplinario. 

 
Por otra parte, la Resolución 06665 del 20 de diciembre de 2018, “Por la cual se 
establecen los Lineamentos Institucionales para las Destinaciones, Traslado y Comisiones 
en la Administración pública y entidades privadas, de la persona de la Policía Nacional” 
regula entre otros aspectos lo relativo a la competencia, tipos de traslado y 
procedimiento a seguir, así:  
 
“Artículo 5: Competencia. Atendiendo las formas de disponer las destinaciones, 
traslados y comisiones, fijadas en el artículo 42 del Decreto Ley 1791 de 2000 las normas que 
la modifique, adicione o derogue y las facultades delegadas al Director General de la Policía 
Nacional de Colombia mediante Resolución No.0015 de 2002 y Resolución No.358 de 2007, 
proferidas por el Ministerio de Defensa Nacional o la norma que la modifique, adicione o 
derogue, son autoridades competentes para ordenar y proponer las destinaciones, 
traslados, modificaciones, derogaciones y comisiones en la administración pública y 
entidades privadas del personal de la Policía Nacional, las siguientes: 
 
1.- El Director General de la Policía Nacional de Colombia 
 
Ordena:  

                                                        
8 Por el cual se modifican las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes 

de la Policía Nacional. 
9 Según lo informado por la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, las Tablas de Organización 

Policial son herramienta que permite organizar el talento humano en los cargos establecidos dentro de la estructura 

orgánica de cada unidad, con el fin de identificar las vacantes y/o remanentes que se presenten. 
10 Cfr. Resolución No. 06665 del 20 de diciembre de 2018, art. 6.1., literal b. 
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Los traslados, modificaciones, derogaciones y destinaciones del personal de Oficiales 
Superiores hasta el grado de Teniente Coronel, Oficiales Subalternos, Nivel Ejecutivo, 
Suboficiales, Agentes y personal no uniformado. 
 
Propone 
 
Los traslados del personal de Oficiales Generales ante el Gobierno Nacional y del Personal 
de Oficiales Superiores en el grado de Coronel ante el Ministerio de Defensa Nacional. 
 
Las comisiones en la administración pública y entidades privadas del personal uniformado 
y no uniformado de la Policía Nacional ante el Ministerio de Defensa Nacional. 
 
Parágrafo: El Subdirector General y el Director de Talento Humano de la Policía Nacional 
de Colombia, podrán proponer ante el Director General los traslados, modificaciones, 
derogaciones y destinatarios del personal de Oficiales Superiores hasta el grado de Teniente 
Coronel, Oficiales Subalternos, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes y las comisiones en la 
administración pública y entidades privadas del personal uniformado en todos los grados. 
 
Artículo 6. Tipos de Traslado y sus Requisitos: Se establecen los siguientes tipos de 
traslado y sus requisitos en la Policía Nacional, así: 
 
1.- Traslado por solicitud propia: Consiste en la petición libre y voluntaria que realiza 
en el funcionario, previo cumplimiento de los requisitos señalados en cada caso, a través de 
la siguiente herramienta tecnológica: 
 
A.- Traslado en línea: Para solicitar el traslado por este medio tecnológico, se deben 
cumplir los siguientes requisitos: 
 

 Realizar la solicitud a través del Portal de Servicios Internos (PSI) 
 Seleccionar dos (02) opciones de unidades de traslado, diferentes a donde haya 

laborado. 
 Llevar laborando en su última unidad un tiempo mínimo de dos (02) años. 
 En los eventos en que el solicitante pertenezca a una Dirección u Oficina Asesora, 

deberá contar con el visto bueno el Director de la Oficina Asesora (actividad que se 
realiza a través del mismo sistema) 

 
B. Traslado en línea por caso especial: Para solicitar a través del Portal de Servicios 
Internos (PSI), anexando los soportes del caso especial. 
 

 Realizar solicitud a través del Portal de Servicios Internos (PSI), anexando los 
soportes del caso especial. 

 
 Visita Socio Familiar (la cual será coordinada por parte del Grupo de Talento 

Humano de la Unidad) 
 

 Para los casos donde el interesado solicite una unidad en donde ya laboró, el Grupo 
de Talento Humano solicitará concepto de la viabilidad a la unidad de destino. 

 
 Anexar copia del Acta del Comité de Gestión Humana y Cultura, el cual es convocado 

por el Grupo de Talento Humano de cada unidad, donde se haya emitido concepto de 
viabilidad para el trámite de traslado ante la Dirección de Talento Humano, con el 
fin de ser evaluado por un comité interdisciplinario (…)” 

 
Parágrafo 1: Estos tipos de traslados no generan reconocimiento de prima de instalación y 
sus gastos subsecuentes. 
 
Parágrafo 2: Los casos especiales están supeditados a las necesidades Institucionales del 
servicio, dando prioridad a estas últimas, en razón a lo dispuesto en la Constitución Política 
de 1991 en el artículo 218 (…)” 
 



11 

ACCIÓN DE TUTELA No.110013105024-2023-00249-00 
GUSTAVO ADOLFO PINTO MACEA contra LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL-POLICÍA NACIONAL- METROPOLITANA DE BOGOTÁ-OFICINA 
 DE GESTION HUMANA Y CULTURA INSTITUCIONAL-DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO  

 

Parágrafo 3: El realizar la solicitud de traslado en línea, no implica de manera automática 
su aprobación, toda vez que la Dirección de Talento Humano, para dar viabilidad al mismo, 
realiza un estudio de los funcionarios inscritos en la plataforma teniendo en cuenta el grado, 
la aptitud médico laboral y las competencias, procurando mantener el equilibrio de parte del 
personal, en cada una de las unidades policiales en atención a las necesidades de convivencia 
y seguridad ciudadana, entre otros aspectos (…)”. 

 
Asimismo, dicha resolución en el artículo séptimo señala los parámetros del Traslado, 
estableciendo los términos en que se debe decidir la solicitud de traslado, en los 
numerales 13 y 16, así: 
 
“13. Las solicitudes de derogación y/o modificación de traslados, serán autorizadas 
únicamente por las autoridades indicadas en el artículo 5 de la presente resolución, 
previa motivación expuesta por el Director, Comandante de Región, Metropolitana, 
Departamento y/o Jefe de Oficina Asesora, en un plazo máximo de diez (10) días 
calendario, contados a partir de la fecha de notificación del mismo (…)” 
 
16.- En los eventos en que la Dirección de Talento Humano, requiera concepto de 
favorabilidad para dar inicio al trámite del traslado, lo someterá al Grupo de Talento 
Humano de la unidad nominal del funcionario, quienes tendrán un plazo de cinco (05) días 
hábiles, para emitir respuesta, de no cumplirse con esto dentro de la oportunidad otorgada, 
se considerará como viable por parte del Grupo de Traslados. 
 

En efecto, al interior de la actuación administrativa se debe agotar el procedimiento 
citado en precedencia, en ese sentido para el caso concreto, se tiene que el demandante 
radicó solicitud de traslado por caso especial el 09 de junio de 2023 con el N° GS-
2023-285246-MEBOG-ESTPO-CAIUNICENTRO-29.25, petición a la que dio 
Respuesta la Dirección de Talento Humano – Área de Procedimientos de 
Personal a través del Jefe de Grupos de Traslado se dio respuesta el 07 de julio de 
2023, tal y como consta a folios 19 a 20, mediante la que luego de referir las normas 
que regulan el traslado esto es lo contemplado en el artículo 40 numeral 2 del Decreto 
1791 de 14 de septiembre de 2000, Estatuto de Carrera del Personal de Oficiales, Nivel 
Ejecutivo, Suboficiales y Agentes, así como lo señalado en el artículo 6 de la Resolución 
N° 06665 del 20 de diciembre de 2018, se le comunicó al accionante que En virtud de 
lo anterior, se solicitó a la Policía Metropolitana de Montería se informara la 
viabilidad o no viabilidad, para que usted retorne a labora en esa unidad. Toda vez 
que verificado el Sistema de Información para la Administración de Talento Humano 
– SIATH usted ya laboró en esa unidad policial por lo que el señor Comandante de 
Policía Metropolitana de San Jerónimo de Montería emite concepto inviable. 
 
Así las cosas, se evidencia que el uniformado carece de los requisitos establecidos para 
poder dar trámite a la solicitud de caso especial. 
 
Luego transcribió apartes del artículo 6° de la pluricitada resolución, para comunicarle:  
 
“Por ello, le indico que la permanencia del señor patrullero en la Policía Metropolitana 
de Bogotá, obedece a las necesidades institucionales fundamentadas en el estudio 
realizado por parte de la  Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas 
(ONU), a través del cual manifiestan tener como referencia la ubicación de 300 Policía 
por cada 100.000 habitantes, estudio que es un indicador numérico utilizado como 
referente internacional para mostrar la relación entre el cuerpo de policía y la 
población, en el caso que nos ocupa usted se encuentra laborando en la Policía 
Metropolitana de Bogotá, Unidad que a la fecha cuenta con 213 policías por cada 
100.000 habitantes, demostrando con ello que existe un déficit de personal, por lo que 
al disponer del traslado del uniformado a otra unidad policial, causaría una 
afectación  al fortalecimiento que busca contrarrestar las conductas contrarias a la 
ley. En aquellas unidades policiales que lo ameriten, con fundamento a que los 
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integrantes de la institución, desde su ingreso voluntario, permite, que a través de las 
relaciones especiales de sujeción, se dé cumplimiento a las necesidades del Mando 
Institucional, donde prevalece el interés general sobre el particular, sin menoscabar, 
claro está la dignidad de los integrantes de la Policía Nacional. 
 
Así las cosas, la misión de cada policía es nacional y por ello cada uniformado, puede 
ser asignado a cumplir sus labores en diferentes ámbitos institucionales, cuando la 
prestación el servicio así lo requiera, en aras de prestar un servicio a la sociedad y a 
la vez contar con una opción laboral que le provea los ingresos necesarios para su 
propia manutención y la de su familia, ya que para cada caso en particular se efectúa  
el análisis correspondiente para la toma de decisiones, conforme a las necesidades del 
servicio y la facultad de mando institucional, como efectivamente se realizo en el caso 
en concreto. 
 
Por ello, es pertinente indicar que el uniformado presente la solicitud de traslado por 
caso especial, con el cumplimiento integral de los requisitos establecidos en la 
normativa institucional, por lo que a continuación me permito establecer, cómo es el 
proceso para efectuar el señalado trámite: 
 
(…) 
 
Caso contrario sucede, si la unidad laboral emite un concepto no favorable a la 
solicitud, puesto que no en todas las ocasiones la mejor solución es causar un traslado, 
dado que la Policía Nacional cuenta con beneficios que podría aliviar total o 
medianamente la situación particular de un uniformado, proponiendo alternativas 
de solución y apoyo institucional. 
 
En consecuencia, esta dependencia se encuentra presta a realizar los trámites a que 
haya lugar, en el caso de ser emitido concepto viable por su unidad actual, con el fin 
de ser tratada en el respectivo comité interdisciplinario. 
 
No obstante, en caso de que la unidad a la que se encuentra adscrito emita concepto 
no favorable, podría manifestar tal hecho a la Dirección de Talento Humano, en caso 
de que la situación especial aun persista, anexando el soporte documental con el que 
se pretenda evidenciar tal decisión, en aras de realizar los trámites a que haya lugar 
(…). 
 
Al hacer un análisis de la Resolución 06665 del 20 de diciembre de 2018, de cara a los 
documentos antes relacionados, diáfano refulge que no existe vulneración del derecho 
del debido proceso invocado por el accionante, nótese como al constatar el documento 
radicado el o9 de junio de 2023 (folios 19 a 20) mediante el cual el actor hizo la 
solicitud de traslado la limitó a solicitar ser enviado a la Metropolitana de 
Montería, petición que fue decidida conforme a la respuesta inmediatamente  
transcrita a través de la cual no se accedió con fundamento en que se evidencia que el 
uniformado carece de los requisitos establecidos para poder dar trámite a la 
solicitud de caso especial, tal y como se observa a folios 19 y 20 escrito de 
contestación Dirección de Talento Humano archivo 8 del expediente digital , lo que 
permite concluir que no se vulneró el debido proceso invocado por el accionante, pues 
la parte accionada siguió el tramite establecido en los artículo 5°, 6° y 7° de la 
Resolución 06665 del 20 de diciembre de 2018, debiendo advertir que al no encontrar 
cumplido uno de los requisitos señalados en la norma citada como era el concepto de 
viabilidad de la Metropolitana para donde requeriría el traslado, no era necesaria la 
visita socio-familiar que extraña de menos el accionante; es por lo que se negará el 
amparo invocado. 
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Adicionalment, debe advertirse que el actor no ha radicado alguna petición solicitando 
su traslado al Departamento de Policía de Córdoba, es por lo que se debe recordar que 
le asistía la carga probatoria al accionante de acreditar que en efecto presentó la 
solicitud de traslado, a fin de alegar su vulneración, pues no puede perderse de vista 
que, los hechos afirmados por la parte accionante en el trámite de una acción de tutela, 
deben ser probados siquiera sumariamente, a fin de que el juez pueda inferir con plena 
certeza la verdad material que subyace con la solicitud de amparo constitucional. 
 
En punto al tema la Corte Constitucional en sentencia T 010 de 1998, precisó: 
 

“(…) La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las 
partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que 
elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, 
debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha 
traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para 
defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue 
contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha 
sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada 
la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el 
presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la 
obligación constitucional de responder. (…)” (Negrillas propias del 
Despacho) 

 
En ese orden, y ante la inexistencia de prueba alguna de radicación de solicitud para el 
Departamento de Córdoba, el Despacho no puede evidenciar vulneración del derecho 
fundamental de petición en cuestión.  
 
Ahora, si lo que pretende el aquí accionante es que este Despacho desconozca la 
decisión de la entidad accionada que determinó  que el señor PINTO MACEA, carecía 
de uno de los requisitos para dar trámite a la solicitud de traslado, para obtener vía 
tutela el traslado a la Metropolitana San Jerónimo de Montería, sin el ánimo de ser 
reiterativo, debe recordarse que el artículo 86 de la Constitución Política dispuso que la 
acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio  de defensa 
judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable; de ahí que se establezca en el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 
la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial como causal de 
improcedencia, a menos que se acuda a esta protección especialísima a razón de un 
mecanismo transitorio para remediar un perjuicio irremediable, o bien la acción recaiga 
sobre un sujeto de especial protección, por lo que no resultan dichos mecanismos 
idóneos ni eficaces para la protección de los derechos fundamentales invocados, las 
herramientas o recursos ordinarios diseñados por el legislador para estos efectos. 
 
Así como, que frente a la procedencia de la acción de tutela para obtener el traslado de 
un miembro de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en Sentencia T-252 de 2021, 
explicó: 
 
“Particularmente, sobre la reubicación laboral de los servidores del Estado, la Corte ha fijado 
unas reglas especiales para estudiar la subsidiariedad11. Por una parte, la Corporación ha 
señalado que la acción de tutela, en principio, es improcedente para debatir los asuntos 
propios de la relación legal y reglamentaria de los servidores públicos, incluidos los atinentes 
al traslado, pues tal competencia es de los jueces laborales o contenciosos administrativos, 
según el caso. Por otro lado, excepcionalmente ha reconocido que la tutela sí es procedente 
cuando los medios ordinarios carecen de idoneidad o eficacia, lo que ocurre, al menos, en dos 

                                                        
11 Cfr. Corte Constitucional, sentencia T-468 de 2002, T-909 de 2004, T-969 de 2005, T-065 de 2007, T-1163 de 
2008, T-280 de 2009, T-530 de 2010, T-653 de 2011, T-961 de 2012, T-200 de 2013, T-210 de 2014, T-213 de 2015, 
T-319 de 2016, T-528 de 2017, T-095 de 2018, T-302 de 2019 y T-468 de 2020, entre otras. 
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eventos, esto es, cuando se pretende impedir la ocurrencia de un perjuicio irremediable y 
cuando el medio ordinario no es idóneo para proteger derechos fundamentales. En el primer 
caso, procede la tutela de forma transitoria; mientras que en el segundo, procede de manera 
definitiva. 

 
Asimismo, la Corte Constitucional sobre el requisito de subsidiariedad en casos de 
reubicación de servidores del Estado, estableciendo para ello unos lineamientos a seguir 
conforme lo señaló en la sentencia T-468/20, en la que explicó: 
 
“”(..) En esa ocasión, la Sala recordó que, según la jurisprudencia constitucional, el acto que 
resuelve la solicitud de traslado de un servidor vulnera o amenaza derechos fundamentales 
cuando “(i) sea ostensiblemente arbitrario, en el sentido que haya sido adoptado sin consultar 
en forma adecuada y coherente las circunstancias particulares del trabajador, e implique 
una desmejora de sus condiciones de trabajo; y (ii) afecte de una forma clara, grave y directa 
los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar”. Igualmente, precisó que la 
afectación de los derechos fundamentales alegada, primero, tiene que estar debidamente 
probada y, segundo, debe traducirse en cargas desproporcionadas e irrazonables para el 
trabajador y su familia, en el entendido de que la mayoría de los traslados ordenados por 
necesidad del servicio implican un margen razonable de desequilibrio en la relación familiar, 
pues suponen la reacomodación del servidor y cambios frente a la cotidianidad de sus 
labores12.(…)” 
 
Sin embargo, no puede desconocerse que la simple existencia de un mecanismo judicial 
ordinario de defensa no conlleva automáticamente a descartar la procedencia del 
amparo constitucional como lo ha adoctrinado Corte Constitucional en la sentencia T-
564 de 2016: “(…) para verificar el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela, el juez 
constitucional debe (i) confirmar que no existe un mecanismo de defensa en el ordenamiento 
jurídico; (ii) en caso de existir, que este mecanismo no sea idóneo y/o eficaz; (iii) si se está en 
presencia de un sujeto de especial protección, se presume inidóneo salvo que, (iv) del análisis 
del caso concreto se concluya que las condiciones personales del actor no le impiden acudir a 
las vías regulares en condiciones de igualdad. En todo caso, (v) cuando se percate la existencia 
de un perjuicio irremediable, el Juez debe otorgar la protección constitucional 
transitoriamente”. 
 

De ahí que al contar, el actor con la Acción de Nulidad y Restablecimiento del derecho, 
es al interior de dicha acción, que se debe ventilar la controversia relativa a la negativa 
del traslado especial del señor PINTO MACEA a la Metropolitana de Córdoba, 
tampoco puede presumirse que la misma resulte inidónea o ineficaz, en tanto en ella 
puede solicitar medidas cautelares, de conformidad con lo previsto en los artículos 230 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo; es por 
lo que el actor debe acreditar la existencia de un perjuicio irremediable, para que el juez 
constitucional otorgue la protección de manera transitoria, circunstancia que este 
Despacho entrará a analizar para verificar si se dan los presupuestos para que 
excepcionalmente proceda la acción de tutela invocada, y determinará si el accionante 
se encuentra ad portas de sufrir un perjuicio irremediable, mismo cuya existencia debe 
constatarse a partir de los criterios que el órgano de cierre de la Jurisdicción 
Constitucional ha establecido para identificarlo, esto es, “la inminencia, que exige 
medidas inmediatas, (ii) la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio 
inminente, (iii) y la gravedad de los hechos, que hace evidente (iv) la impostergabilidad de la 
tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos 

constitucionales fundamentales”. Adicionalmente, se deben presentar y sustentar los 
factores a partir de los cuales se configura el perjuicio irremediable, ya que, la simple 
afirmación de su acaecimiento hipotético es insuficiente para justificar su procedencia. 
  
Con fundamento en lo anterior, analizando la situación particular del señor 
GUSTAVO ADOLFO PINTO MACEA, no encuentra el Juzgado que se halle en 

                                                        
12 Cfr. Corte Constitucional, sentencia T-319 de 2016.  
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riesgo inminente de sufrir un perjuicio irremediable, que haga impostergable un 
pronunciamiento en sede constitucional, toda vez que el accionante para demostrar la 
tesis en que apoya la solicitud de amparo constitucional como pruebas documentales  
allegó las siguientes: i., solicitud de traslado del 07 de mayo de 2023 (folios 14-15 
escrito de tutela), ii. respuesta emitida por el Grupo de Talento Humano de la MEBOG 
calendada 9 de mayo del año en curso (folios 17-18 del archivo 1), iii. solicitud de 
traslado del 09 de junio de 2023, vista a folios 19-20 del archivo 1; iv. cédula ciudadanía 
compañera permanente del actor (folio 21 archivo 1); v. copia registro civil menor hija 
demandante (folio 22 archivo 1); vi., certificado ingresos por nómina del accionante, 
(folio 23 archivo 1), vii. certificado tradición y libertad matricula inmobiliaria (folio 24 
archivo 1), viii. contrato de arrendamiento (folio 25 escrito de tutela), ix., hoja de vida 
actor (folios 26 a 30 escrito de tutela); xi., acta audiencia conciliación del 27 de junio 
de 2017 (folio 31 archivo 1), xii. copia registro civil de nacimiento menor hijo del actor, 
(folio 33), xiii. copia certificado tradición y libertad (folios 34-37); xiv. contrato 
arrendamiento (folios 38-42 archivo 1), xv. certificación banco Sudameris (folio 43 del 
escrito de tutela); medios de convicción que en consonancia con los hechos narrados 
en el escrito tutelar no justifican la intervención del Juez Constitucional, como quiera 
que no permite ubicar al accionante como un sujeto de especial protección 
constitucional, así como tampoco permiten verificar la ocurrencia del perjuicio 
irremediable que alega, ya que para caso no acreditó que el o su familia enfrenten serios 
problema de Salud, o que la negativa de traslado ponga en peligro su vida o la de su 
familia o la ruptura de su núcleo familiar, más aún cuando su petición la fundamenta 
en su situación económica, aspecto frente al que la Dirección de Talento Humano le 
indicó los beneficios asignados por pertenecer al Régimen Especial exclusivo de la 
fuerza pública, así como de residir en esta ciudad con su familia, lo que le permite 
soportar el trámite de la acción de nulidad y restablecimiento y/o la radicación de una 
nueva solicitud de traslado para otro lugar con el lleno de los requisitos que le puso de 
presente la Dirección de Talento humano – Grupo de traslado al darle respuesta a la 
petición radicada el 9 de junio de 2023, a lo que se aúna que tampoco se acreditó una 
desmejora de las condiciones de trabajo de Pinto Macea, pues no se cuenta con 
elementos de juicio suficientes que conlleve a suponer que permanecer en la ciudad de 
Bogotá implique un menoscabo de la situación laboral del actor, además, garantiza el 
sostenimiento de sus hijos precisamente con los descuentos realizados en su nómina. 
 
Por lo brevemente expuesto, al no encontrarse vulneración de los derechos invocados 
por el accionante, no surge alternativa distinta a este Juzgado salvo la de negar la 
presente acción constitucional y así se dirá en la parte resolutiva del presente proveído  
 
En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre del pueblo y por 
mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR el amparo de los derechos invocados por GUSTAVO ADOLFO 
PINTO MACEA C.C. 1.078.978 contra LA NACION-MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL-POLICIA NACIONAL-METROPOLITANA DE BOGOTÁ-OFICINA DE 
GESTION HUMANA Y CULTURA INSTITUCIONAL – DIRECCION DE TALENTO 
HUMANO, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta 
providencia.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a 
las partes. 
 
TERCERO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente 
a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en 
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el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. De ser excluida de revisión, ARCHÍVESE el 
expediente, previas las desanotaciones de rigor. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
                   

NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 
Juez 
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